CARTA DE LA AMPA ARISTEO DEL CEIP LAS VEREDAS DE COLMENAREJO
La triste realidad de los recortes educativos
Desde las familias de los niños/as escolarizados en los centros públicos educativos de Colmenarejo estamos viviendo con absoluta preocupación los recortes educativos que se han ido produciendo estos últimos años en la enseñanza pública en los diferentes niveles educativos: infantil, primaria y secundaria. Este curso, de forma más grave, se han impuesto unas Instrucciones de comienzo de curso que han supuesto la supresión de 3.000 profesores/as menos en las aulas en la Comunidad de Madrid, que se suman a los 2.500 del curso pasado, por las que la Consejería de Educación ahorraría 80 millones de euros, pagando así el alumnado de la enseñanza pública la crisis económica.

El objetivo debe ser que la Enseñanza Pública quede absolutamente deteriorada para que las familias opten por un sistema privado o concertado (con cuotas “voluntarias” ilegales cercanas a 150€ al mes). En este caso, suponemos que nuestros hijos/as se perciben como “clientes” en lugar de como alumnos/as. Esta pretensión de desmantelar la enseñanza pública obedece a un plan privatizador de todo un sistema público, que es el que garantiza la igualdad de oportunidades para todas las personas y en el que se ofrece una calidad educativa destacable. Ahora más que nunca, las familias seguimos confiando en los profesionales que forman parte de la enseñanza pública, de reconocimiento contrastado, y seguiremos luchando por mantener nuestros derechos como ciudadanos/as a disponer de unos servicios públicos de calidad y el derecho universal de todos los niños/as de recibir una educación pública gratuita y de calidad.
Es injustificable recortar recursos en la enseñanza pública para subvencionar hasta con 900 € por hijo/a en el IRPF a las familias que lleven a sus hijos/as a los centros privados, deducción que supone que la CAM deja de ingresar casi 70 millones de euros al año. También  supone un robo encubierto a la ciudadanía la cesión continua de suelo público para construir centros privados, muchos vinculados a instituciones que apuestan por la segregación de niños y niñas.
Estos recortes  han ocasionado que haya profesores que deban impartir materias que no son de su especialidad, el aumento de número de alumnos/as por clase, la disminución de horas de apoyo para alumnos/as con necesidades especiales, la pérdida de refuerzos y desdobles en matemáticas, lengua, inglés e informática, la imposibilidad de atender la biblioteca, la supresión de muchas de las actividades extraescolares, etc  Todas estas medidas han llevado a los responsables administrativos de la Consejería de Educación a ir acumulando una serie de denuncias por parte de diferentes colectivos de la comunidad educativa:

La Asociación de Directores de Instituto de la Comunidad de Madrid (ADIMAD) solicitó en septiembre la “destitución inmediata de la Consejera de Educación, Dña. Lucía Figar, por su irresponsabilidad, maledicencia e insolvencia”. Dos meses después sigue al frente de la Administración desoyendo el clamor popular, que cada semana colapsa Madrid en las multitudinarias manifestaciones en contra de los recortes educativos impuestos.

Casi setecientos profesores/as han presentado  denuncia contra Lucía Figar por las injurias y calumnias que en estos dos meses ha vertido en los distintos medios de comunicación. Otro grupo de profesores/as han denunciado por prevaricación, delito penal, también a Lucía Figar y a la Viceconsejera de Educación, Alicia Delibes, por dictar unas Instrucciones de principio de curso que saben van en contra de una ley de mayor rango (OM de Educación y Ciencia de 29 de junio de 1994.-BOE de 5 de julio). Los tribunales resolverán en el futuro.
Todos los profesores/as, que están cumpliendo horarios ilegales para poder mantener las guardias y las horas de atención a familias y biblioteca en los institutos, están presentando recursos de alzada ante la Administración. En la gran mayoría de los Institutos, ni los Claustros de Profesorado ni los Consejos Escolares están aprobando la Programación General Anual.

Frente a todo este despropósito de la Administración, ésta actúa de forma contundente, arbitraria y represiva expedientando a directores y profesores por denunciar públicamente los recortes y expulsando a las familias de la Dirección de Área Oeste por solicitar una entrevista con su Director, también denunciado por el profesorado.

Nuestro gobierno municipal mira también hacia otro lado, eximiendo su responsabilidad en el asunto, olvidándose de que la Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases del Régimen Local, establece en su art. 25.n. que es competencia de los ayuntamientos “participar en la programación de la enseñanza y cooperar con la Administración educativa en la creación, construcción y sostenimiento de los centros docentes públicos, intervenir en sus órganos de gestión y participar en la vigilancia del cumplimiento de la escolaridad obligatoria”. No entendemos cómo nuestro Ayuntamiento, dos meses después de la aprobación en el Pleno de septiembre de una moción en contra de los recortes educativos, a pesar del voto en contra de todo el equipo de gobierno, ésta aún no se había elevado a la Consejería de Educación instando a la retirada de los recortes y el restablecimiento del cupo de profesorado necesario en los centros educativos.

Desde la AMPA del CEIP Las Veredas de Colmenarejo pedimos:

A nuestro gobierno municipal que no olvide que sí tiene responsabilidad en materia educativa en este municipio y que se involucre de una vez en las demandas que desde principio de curso llevamos reclamando las familias que de forma voluntaria y absolutamente convencida optamos por la Enseñanza Pública de Colmenarejo.
A  la Consejería de Educación y a la Presidenta de la Comunidad de Madrid, Esperanza Aguirre, que cesen en su empeño de desmantelar y desprestigiar la Educación Pública y al profesorado que lucha a diario por mantener un sistema público, que es garantía de igualdad y uno de los pilares básicos del bienestar y de la estabilidad social del futuro. Exigimos que la Consejería de Educación, en un acto de responsabilidad, se reúna ya de forma urgente con los responsables legítimos de la comunidad educativa, tal como exige la ley, para poner fin a un conflicto que dura ya más de dos meses y en el que decenas de miles de familias están pidiendo solución urgente.
A todas las familias que traten de informarse convenientemente de las graves consecuencias de estos recortes en la Educación Pública y del trasvase de fondos públicos a la privada y luchen para mantener los servicios públicos, evitando que nuestros hijos/as se conviertan en “clientes” de un sistema absolutamente privatizado en el futuro. Recortando en educación se hipoteca el futuro de nuestra población y de nuestra nación
Por una educación pública de calidad: ¡NO A LOS RECORTES!
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